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Resumen

Los grupos ecologistas han ganado visibilidad
política progresivamente en España gracias, sobre todo,
a sus estrategias de conflicto social. En los últimos años
han merecido una mayor participación en el proceso de
toma de decisiones en la política medioambiental. En
este artículo se toma el caso de la política de gestión
de residuos peligrosos como ilustración de este proce-
so de incorporación de las organizaciones de defensa
medioambiental al proceso político. Se utilizan tres tipos
analíticos para categorizar la relación de los ecologis-
tas con el Estado: una respuesta “reactiva”, una “sec-
torial” y una “integrada”.

1. Introducción

Desde la década de los noventa las cuestio-
nes ambientales no han hecho sino ganar espacio
y relevancia en la agenda política de nuestro país.
En no pocas ocasiones, las organizaciones ecolo-
gistas, habitualmente mediante estrategias de pro-
testa social, han desempeñado un papel crucial en
la incorporación de criterios ambientales en el pro-
ceso de toma de decisiones. En el ámbito local han
conseguido reconducir la oposición ciudadana a
determinados proyectos de infraestructuras hacia
debates más amplios relativos a los contenidos de
las políticas, propiciando, en algunos casos, niveles
inusitados de participación ciudadana en la políti-
ca local. En el ámbito estatal, el rechazo tradicional
de las autoridades a la participación ecologista ha

dado paso, de manera gradual y con importantes
oscilaciones, a estrategias basadas en la negocia-
ción y la búsqueda de soluciones de consenso. Esta
evolución coincide con un giro en el discurso domi-
nante entre las autoridades, que progresivamente
incorpora el lenguaje del desarrollo sostenible como
concepto central de la política ambiental.

Este trabajo se centra en los cambios en la
orientación de la política ambiental en España, prin-
cipalmente en lo concerniente a la inclusión de gru-
pos ecologistas en el proceso de toma de decisio-
nes. En el primer apartado se considera la naturaleza
de la participación ecologista en tres etapas (o para-
digmas) en las que, con fines analíticos, se puede
dividir el desarrollo de la política ambiental. A par-
tir de este marco analítico, en el segundo apartado
se describe brevemente la evolución de la política
ambiental en España. En el último apartado se dis-
cute el papel de las organizaciones ecologistas en el
proceso de cambio de la política ambiental, utili-
zando como caso de estudio la política de residuos
peligrosos.

2. Paradigmas de política
ambiental y participación de
organizaciones ecologistas

A efectos analíticos, la evolución de la políti-
ca ambiental puede dividirse en tres etapas de
acuerdo con el tipo de respuesta del Estado a los
problemas del medio ambiente. Cada una de estas
respuestas puede considerarse como inserta en un
paradigma, o conjunto específico de creencias que
definen (o no) el medio ambiente como problema
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político, identificando los objetivos a alcanzar e
influyendo en los medios para su consecución, tales
como la configuración institucional y organizativa
del proceso de toma de decisiones, o la utilización
de un determinado conjunto de instrumentos de
política pública (Hall 1993: 279).

El conjunto de creencias que orienta las con-
sideraciones ambientales de la política pública en
cada etapa incorpora asimismo presupuestos relati-
vos a la conveniencia y utilidad de la participación
ecologista, que quedan reflejados en la configura-
ción institucional y organizativa de la política ambien-
tal. En este sentido, la política ambiental puede ser
examinada a partir del conjunto de recursos e incen-
tivos que ofrece para la participación ecologista. En
algunos casos, dicha participación puede ser consi-
derada indeseable. Esto puede llevar a los responsa-
bles políticos a percibir la presión ecologista como un
obstáculo para la consecución de sus objetivos; y,
consecuentemente, a cuestionar, por ejemplo, su legi-
timidad, el fundamento científico de sus posiciona-
mientos o la viabilidad política de sus propuestas. De
esta manera, adoptarán una estrategia de exclusión,
bloqueando su acceso a los canales de participación
de los ciudadanos previstos en los ordenamientos
jurídico-administrativos de los sistemas democráticos
y/o recurriendo a medidas represivas (acciones judi-
ciales y policiales). En el extremo opuesto, la presión
ecologista puede considerarse como una aportación
deseable y un instrumento para la mejor consecu-
ción de los objetivos ambientales. En este contexto,
frente a la estrategia represora del supuesto anterior,
los actores estatales responsables de la política se
inclinarán por una estrategia “facilitadora”, incor-
porando a los ecologistas, y a otros actores proam-
bientales, al proceso decisorio a través de los meca-
nismos de participación pública ya existentes, así
como estableciendo nuevos instrumentos específi-
cos diseñados para fomentar la participación.

Desde esta perspectiva, el desarrollo de la
política ambiental está asociado a cambios en las
oportunidades políticas para el acceso a los proce-
sos de toma de decisiones de los grupos ecologis-
tas, a la naturaleza de sus interacciones con los
actores estatales, así como a su influencia potencial
en las políticas relacionadas con el medio ambien-
te. En el cuadro 1 se sintetizan los rasgos principa-
les de la participación ecologista en tres etapas o
paradigmas de la política ambiental.

La primera etapa, la fase de la respuesta reac-
tiva, resume una situación en la que el medio
ambiente no figura en la agenda del Estado, aun-
que sí puede estar presente en la opinión pública,

y en la que no existe un conjunto comprehensivo
de actuaciones públicas en esta materia. Esta etapa
podría corresponder a la situación predominante en
los países industrializados hasta la progresiva incor-
poración del medio ambiente en la agenda política
en la década de los setenta. El medio natural es con-
siderado en términos de su utilidad al sistema eco-
nómico. La intervención estatal se manifiesta en for-
ma de medidas higiénico-sanitarias en aquellas
zonas donde los impactos negativos de la produc-
ción económica se evidencian en forma de acci-
dentes o emergencias ambientales. El nexo causal
entre la naturaleza de la producción económica y
estos “accidentes” no se identifica de manera níti-
da, como tampoco se traza claramente su vincula-
ción última con decisiones tomadas en otros ámbi-
tos de políticas públicas. Los “desastres ecológicos”
son considerados como fatalidades imprevisibles o
como riesgos inherentes al funcionamiento del sis-
tema de producción, superables mediante el pro-
greso técnico. Es decir, la solución a los efectos
ambientales negativos del modelo de producción,
cuando se reconocen, se vinculan a la propia capa-
cidad del sistema económico para innovar y redu-
cirlos (Baker et al. 1997).

En esta primera etapa, la política ambiental se
circunscribe a la regulación de los límites de emisión
de las principales sustancias contaminantes o la intro-
ducción de planes especiales de control de emisiones
en zonas de gran concentración industrial mediante
la instalación de chimeneas, siguiendo estrategias de
dilución en el medio y de desplazamiento de la con-
taminación a otras zonas. Estas medidas son llevadas
a cabo por departamentos insertos en los organigra-
mas de distintos ministerios sectoriales (industria, sani-
dad, agricultura) que suelen subordinar el criterio
ambiental a los respectivos intereses sectoriales.

La no-respuesta a los problemas ambientales
implica igualmente el rechazo de las demandas de
los (incipientes) movimientos ecologistas. La ausen-
cia de legislación básica en la que se defina el medio
ambiente como un bien colectivo impide, en muchos
casos, el reconocimiento de la legitimidad expresa
de las organizaciones para acceder a los canales ins-
titucionales de participación ciudadana. En estas cir-
cunstancias, podemos esperar que el acceso de los
grupos ecologistas al espacio político (o “arena”)
sea puntual y localizado en las fases finales de la
política pública, cuando resulta más probable que
se hagan visibles las consecuencias negativas para
el medio ambiente y, según que casos, que surja 
el rechazo ciudadano. Las oportunidades de los eco-
logistas para influir en las decisiones con conse-
cuencias ambientales son escasas y dependen, 
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en gran parte, de su capacidad para movilizar la
opinión pública en torno a los casos más críticos.
El conflicto y la represión serían las pautas predo-
minantes en su interacción con los actores estata-
les. Cabe esperar que, en esta etapa, el movimiento
ecologista tenga una estructura organizativa carac-
terizada por el predominio de grupos locales infor-
males y escasamente coordinados.

En los años setenta, factores como la mayor
visibilidad de la degradación ambiental, la expe-
riencia del fracaso de las estrategias de dilución en
el medio, el avance científico o la extensión social
de la preocupación ambiental, condujeron a la pro-
gresiva incorporación del medio ambiente en la
agenda política de los principales países industria-
lizados. En relación con el marco analítico pro-
puesto en torno a estos años se verifica el paso a
una segunda etapa en el desarrollo de la política
ambiental. Esta etapa se caracteriza por el recono-
cimiento del nexo causal entre la degradación
ambiental y el modelo de producción y consumo.
Los problemas ambientales pasan a ser considera-
dos como efectos perversos o externalidades de la
actividad económica, cuyo remedio se concibe en
el marco de un trade-off (o juego de suma-cero)
entre la protección ambiental y el crecimiento eco-
nómico (Weale 1992). El discurso dominante esta-
blece el desarrollo económico como requisito pre-
vio a la protección ambiental; visión que se hace
más explícita en el caso de países en desarrollo o
inmersos en procesos de rápido desarrollo econó-
mico (Baker et al. 1997). En esta etapa, la respuesta
a los problemas ambientales se orienta a mitigar
esas externalidades del sistema productivo median-
te una aproximación tradicional de política secto-
rial, sin que ello suponga el abandono de la priori-
dad de los objetivos de crecimiento económico
(Jänicke 1996).

De esta manera, la incorporación del medio
ambiente en la agenda política no implica ninguna
innovación en la estructura administrativa compar-
timentada, cerrada, centralizada y tecnocrática del
Estado, sino simplemente la configuración de una
nueva área de política pública (Paehlke 1990). Al
frente de la responsabilidad ambiental se sitúan
organismos de alto rango administrativo (Ministe-
rios o Secretarías de Estado), pero con poderes limi-
tados para coordinar las actuaciones del resto de
departamentos sectoriales (quienes retienen aún
competencias en materia ambiental) y con poca
autonomía política para influir en los contenidos del
resto de las políticas con implicaciones ambienta-
les. La solución a los problemas ambientales se per-
sigue fundamentalmente mediante la extensión de

la regulación (legislación estableciendo límites o
estándares relativos a distintos medios y sus corres-
pondientes sanciones) en combinación con planes
de gestión para determinados problemas, como el
abastecimiento de agua, la contaminación de sue-
los, etc. (Weale 1992). Estos planes se orientan a
satisfacer demandas crecientes (de agua, de medi-
das para descontaminar, etc.) más que a dirigir los
procesos de producción hacia modelos ecológica-
mente sostenibles. En el caso de la contaminación
de origen industrial, por ejemplo, se generalizan las
soluciones de “final de tubería” y la gestión de los
residuos resultantes.

En cuanto a la concepción de la participa-
ción ecologista, la incorporación del medio ambien-
te en la agenda política conlleva el reconocimien-
to expreso de su legitimidad. En los mejores casos,
este reconocimiento puede quedar plasmado en
leyes generales de medio ambiente o, en su defec-
to, incorporarse progresivamente en las distintas
legislaciones sectoriales. Paralelamente, la institu-
cionalización de espacios de toma de decisiones
relativas a cuestiones ambientales aumenta las
oportunidades para la presión política a través de
mecanismos institucionales, y para la participación
en el proceso político de elaboración de la política
desde sus etapas iniciales. No obstante, la natura-
leza de la interacción entre las organizaciones eco-
logistas y las autoridades ambientales variará según
la naturaleza de la problemática ambiental.

En algunas ocasiones, los departamentos
ambientales, en confluencia con grupos ecologistas,
pueden tratar de influir en los procesos en estas esfe-
ras de decisión, mientras que en otras ocasiones no
intervendrán ante políticas agresivas con el medio
ambiente o incluso manifestarán su apoyo a las de-
cisiones de estos departamentos. Aun en aquellos
casos en los que los departamentos ambientales
ostentan amplias competencias y ocupan posicio-
nes centrales en la toma de decisiones, el acceso y
la influencia de las organizaciones ecologistas depen-
derá de la autonomía política de tales departamen-
tos (el apoyo que reciban de la presidencia del
Gobierno) para llevar a cabo sus medidas cuando se
enfrentan a la oposición de otros departamentos
sectoriales (agricultura, industria, infraestructuras,
etcétera). En este contexto, la institucionalización del
acceso a los procesos de toma de decisiones resul-
ta difícil y fluctuante en el tiempo. La experiencia de
los órganos asesores de medio ambiente en España
ilustra esta situación, caracterizada por su escasa
relevancia política y pautas irregulares de funciona-
miento, así como por el predominio de actores ins-
titucionales. En esta etapa, las organizaciones eco-
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logistas, y especialmente aquellas que se ocupan de
políticas clave (energía, transporte, etc.), consideran
estos foros como una forma de legitimar la política,
más que como un canal a través del cual promover
de manera efectiva sus propuestas.

En suma, la etapa sectorial de la política
ambiental implica el reconocimiento de las organi-
zaciones ecologistas como interlocutores legítimos
del interés ambiental y su acceso a canales institu-
cionalizados de participación. Sin embargo, estos
canales de participación son con frecuencia conce-
bidos, o utilizados en la práctica, como medio para
restringir la participación de las organizaciones eco-
logistas a la periferia del proceso de toma de deci-
siones (por ejemplo, mediante trámites de infor-
mación pública o consejos asesores poco eficaces
para trasladar sus demandas). En este contexto, las
pautas de interacción entre ecologistas y autorida-
des oscilarán entre el conflicto y la colaboración,
dependiendo del problema en cuestión y la necesi-
dad de legitimación de las autoridades. Su influen-
cia descansa en su capacidad para socializar y poli-
tizar estas decisiones, normalmente mediante la
generación y gestión de la movilización social. A
grandes rasgos, podemos esperar en esta etapa un
movimiento ecologista con una base organizativa
consolidada y recursos suficientes (parte de ellos
emanados directamente del Estado) para presionar
en distintas fases del proceso de elaboración y toma
de decisiones y en distintos niveles administrativos,
llevar a cabo campañas coordinadas de ámbito
supralocal y elaborar propuestas alternativas en
colaboración con expertos.

Desde finales de los ochenta se hizo patente
que las estrategias de tipo sectorial dejaban muchos
problemas ambientales sin resolver o incluso que
los empeoraban (Weale 1992: 23). La necesidad de
buscar una estrategia alternativa y el avance pro-
gresivo de la idea de que, a medio plazo, la pro-
tección ambiental es una condición, más que un
impedimento, para el desarrollo económico, mar-
có el inicio de la última etapa en las que se ha divi-
dido la evolución de la política ambiental. El enfo-
que sectorial se sustituye por la gestión integrada
del medio ambiente, que supone la concepción de
la política ambiental como una política horizontal
en el marco del progresivo “enverdecimiento” de
las políticas sectoriales.

La promoción de las condiciones para llevar
a cabo la ecologización de la administración im-
plica la reorganización de las instituciones para el
planeamiento ambiental integral: las autoridades
ambientales ganan competencias y autonomía, al

mismo tiempo que los departamentos sectoriales
incluyen el criterio ambiental entre los principios
rectores de sus políticas, teniendo el desarrollo sos-
tenible como su objetivo final. Este nuevo para-
digma (la propia amplitud del concepto de soste-
nibilidad que fija como objetivo último) establece
un marco discursivo amplio, que propicia el diálo-
go entre actores, así como también planteamien-
tos hasta ahora considerados incompatibles.

Las medidas de carácter regulativo se com-
plementan con un abanico más amplio de instru-
mentos de mercado y financieros y/o nuevos instru-
mentos, como los acuerdos voluntarios o la creación
de foros de deliberación. La participación se concibe
como un objetivo más de la política ambiental, no
sólo como mecanismo de legitimación sino también
como un instrumento para mejorar la eficacia de la
propia política. El acceso a la información ambiental
y a los tribunales, así como al proceso de toma de
decisiones es promovido por el Estado. En esta últi-
ma etapa, el reconocimiento de las organizaciones
ecologistas se extiende a nuevas áreas de toma de
decisión (mediante la institucionalización de conse-
jos asesores en áreas como la política energética, la
agricultura, o también, por ejemplo, de grupos de
expertos sobre temas específicos) en las que ganan
control e influencia sobre sus contenidos.

Resumiendo, en esta sección se ha descri-
to en términos generales la evolución de las res-
puestas del Estado a los problemas ambientales,
prestando especial atención a la evolución de su
interacción con los grupos ecologistas. Más con-
cretamente, la apertura gradual del proceso de
toma de decisiones a los ecologistas, así como a
otros grupos de interés y a los ciudadanos en gene-
ral, puede considerarse como un elemento que per-
mite distinguir la evolución de la política ambiental
según se aproxima al paradigma de la sostenibili-
dad. A partir de este marco analítico, en las dos sec-
ciones siguientes abordamos la evolución de la polí-
tica ambiental en España y, de manera específica,
el papel que en dicho proceso han representado las
organizaciones ecologistas.

3. La evolución de la política
ambiental en España

La particularidad del caso español en el aná-
lisis del desarrollo de la política ambiental estriba
en su retraso en el contexto de la Unión Europea.
En 1992, cuando la política comunitaria iniciaba sus
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pasos hacia un enfoque integrado (con la imple-
mentación del V Programa de Acción sobre Medio
Ambiente y Desarrollo Sostenible), en España el pro-
ceso de institucionalización del medio ambiente
como un área (sectorial) de intervención estatal esta-
ba aún inconcluso.

A mediados de los ochenta, y después de la
elaboración de numerosos borradores por parte del
Departamento de Medio Ambiente (entonces, una
pequeña sección dentro del Ministerio de Obras
Públicas), el Gobierno socialista abandonó definiti-
vamente la intención de aprobar una ley general
del medio ambiente. De esta manera, se satisfizo
la posición del Ministerio de Economía, el cual había
señalado las consecuencias negativas para el de-
sarrollo económico de tal ley1. Pese a todo, la pro-
gresiva incorporación de la legislación comunitaria
en materia ambiental vendría a significar un nota-
ble progreso. Un conjunto nuevo de normas rela-
tivas al agua (1985), a las costas (1988), los resi-
duos industriales (1986), la evaluación de impacto
ambiental (EIA) (1986) y la protección de espacios
naturales (1989) supusieron en la mayor parte de
las materias la primera normativa de carácter
ambiental. A pesar de este esfuerzo legislativo, su
transposición, y más significativamente su aplica-
ción práctica y su implementación, resultaban defi-
cientes (Pridham 1994; Font 1996; Aguilar 1997).

En muchas ocasiones, la transposición de los
estándares comunitarios a la legislación española
no conllevaba su cumplimiento, siendo relativa-
mente frecuente, por ejemplo, la práctica de nego-
ciar a la baja los límites de emisiones en acuerdos
bilaterales entre responsables estatales y determi-
nadas industrias contaminantes, o la omisión del
trámite de la declaración de impacto ambiental en
el procedimiento de autorización de proyectos de
infraestructuras públicas. El déficit en la aplicación
práctica se manifestaba igualmente en la escasez
de recursos de las autoridades ambientales para
desempeñar sus funciones, en su limitado peso polí-
tico para imponer la aplicación de la normativa
ambiental en la actuación de otros departamentos,
o en la escasa capacidad para involucrar a los dis-
tintos actores afectados por su política (tanto de la
propia Administración como privados).

El déficit de aplicación práctica tenía su ori-
gen último en la imagen dominante entre los acto-

res estatales de que las medidas ambientales impli-
caban una barrera al crecimiento económico. De
acuerdo con esta visión, los criterios ambientales
europeos no podían ser transpuestos a un contex-
to como el español de inferior desarrollo económi-
co, en el que, por ejemplo, las infraestructuras bási-
cas de comunicaciones estaban por construirse, o
los políticos (y los ciudadanos) eran muy sensibles
a las amenazas de cierre de instalaciones industria-
les y su incidencia potencial sobre el empleo. La idea
del crecimiento económico como requisito para la
protección ambiental orientaba la posición del Esta-
do español en las negociaciones comunitarias sobre
las medidas ambientales (Weale et al. 2000). La fal-
ta de prioridad del medio ambiente en la agenda
gubernamental y el carácter reactivo de la respues-
ta estatal a los problemas ambientales quedaban
también reflejados en la ausencia de un plan nacio-
nal de medio ambiente (o documento programáti-
co equiparable) que estableciera objetivos globales
para la intervención pública a medio plazo.

Además de medidas regulativas, muchas de
las leyes sectoriales también promovían la reduc-
ción de la contaminación y el uso racional de los
recursos naturales mediante la planificación. Los
planes sectoriales, sin embargo, sufrían continuas
dilaciones en su formulación y, una vez aproba-
dos, subordinaban los criterios ambientales a los
intereses productivistas (al orientarse a gestionar
la satisfacción de una demanda creciente de recur-
sos naturales no renovables). Aquellos planes en
los que el medio ambiente adquiría alguna rele-
vancia durante el proceso de discusión (como fue
el caso del Plan Hidrológico Nacional, los planes
de gestión de residuos, o los de ordenación de
recursos naturales de los espacios protegidos)
resultaban extremadamente difíciles de elaborar
o poner en práctica. En 1992, el entonces Direc-
tor General de Calidad Ambiental, Domingo Jimé-
nez Beltrán, definió la situación de la política
ambiental como una “en la que, en la práctica,
más que integrar los aspectos ambientales en
otras políticas, se está produciendo un condicio-
namiento de los proyectos, programas y plantea-
mientos ambientales por las otras políticas”
(Ministerio de Medio Ambiente 1992: 2).

En suma, durante la década pasada la polí-
tica ambiental española ofrece un panorama que
combina elementos definitorios de la etapa reac-
tiva y actuaciones de tipo sectorial. Desde media-
dos de los noventa, no obstante, también encon-
tramos síntomas de cambio en la respuesta a los
problemas ambientales. Estos síntomas se mani-
fiestan en el modo en el que el medio ambiente

1 La complejidad añadida por el proceso de des-
centralización territorial, así como la incorporación de las
directivas ambientales comunitarias, justificaron también
esta decisión.
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es definido como objeto de actuación estatal, así
como en modificaciones en la configuración ins-
titucional y organizativa del proceso político, o en
la utilización de nuevos instrumentos de política
ambiental.

El concepto de sostenibilidad se estableció
como eje central en el discurso que envolvió la
política ambiental del Gobierno socialista de 1993.
Después de reconocer la ausencia de directrices
claras en la política ambiental, el ministro de Obras
Públicas, Transportes y Medio Ambiente anunció
su decisión de elaborar un Plan Nacional de Medio
Ambiente. Aunque este plan nunca vio la luz, las
líneas básicas de actuación anunciadas en la últi-
ma legislatura socialista supusieron un avance con-
siderable en la política ambiental. A partir de este
momento, el concepto de desarrollo sostenible se
generalizó en los documentos programáticos de
algunas políticas sectoriales, como la agrícola, de
turismo, de energía o industrial2. La mayor rele-
vancia de las políticas ambientales en la nueva eta-
pa del Partido Socialista en el poder (a partir de
2004, tras dos legislaturas con mayoría parla-
mentaria del Partido Popular [PP]) confirmaría el
(intermitente) avance en esta dirección.

En la esfera institucional, este cambio en el
enfoque de la política se refleja en la conclusión for-
mal del proceso de institucionalización del organis-
mo ambiental estatal (con la creación de la Secre-
taría de Estado para el Medio Ambiente y Vivienda
en 1993 y el Ministerio en 1996), así como en el
avance en los esfuerzos de coordinación intermi-
nisterial e interterritorial, y en la promoción de la
participación de intereses económicos y sociales en
la elaboración y toma de decisiones. Estos cambios
también se reflejan en las herramientas de política
ambiental (mayores esfuerzos en la implementación
de medidas regulativas, aumento de los incentivos
financieros), así como en la puesta en marcha de
nuevos instrumentos de mercado, la promoción de
acuerdos voluntarios y pactos con el sector indus-
trial o en la articulación de instrumentos de partici-
pación pública.

A partir de esta breve descripción de la evo-
lución de la política ambiental en España, en el
siguiente apartado se examina el papel que han
desempeñado las organizaciones ecologistas

como promotoras del cambio en las respuestas
del Estado a los problemas ambientales. El análi-
sis se centra en el caso de la política de residuos
peligrosos, aunque su evolución puede ser consi-
derada similar a la experimentada en otras mate-
rias ambientales.

4. Participación ecologista 
y cambios (y continuidades)
en la política de residuos
peligrosos

En la política de residuos peligrosos de las
dos últimas décadas en España podemos encontrar
elementos de los tres paradigmas de política
ambiental descritos anteriormente. La fase de la
respuesta reactiva predominó hasta comienzos de
los ochenta, cuando el problema de los residuos
industriales no era objeto aún de una respuesta sis-
temática y concreta por parte del Estado. La dilu-
ción en el medio ambiente, normalmente transfi-
riendo la polución al suelo o a las aguas, era la
práctica habitual (sobre todo, a través de vertidos
directos o vertederos ilegales sin condiciones de
seguridad suficientes). Sólo las grandes instalacio-
nes industriales utilizaban soluciones de “final de
tubería” o contaban con permisos para incinerar o
verter directamente en los ríos y mares. La débil
aplicación de las medidas coercitivas existentes
(cobro del canon por vertido o imposición de san-
ciones) no incentivaba la modificación de procesos
y prácticas productivas.

Aunque la problemática de los residuos per-
manece en el tiempo, especialmente en lo relativo
al control de residuos y la aplicación de las sancio-
nes, el contexto de la política cambió significativa-
mente en los años noventa, cuando los residuos
industriales comenzaron a definirse como proble-
ma sobre el que actuar, siendo incorporado en la
agenda de política ambiental. La respuesta estatal
se inició con la implementación de medidas de
corrección de emisiones y vertidos en los principa-
les focos industriales, en los que la visibilidad de la
degradación ambiental hace más patente el fallo
de la estrategia de dilución en el medio. En este
punto resultó crítica la continua labor de denuncia
de los vertidos ilegales, niveles de contaminación y
condiciones de seguridad ambiental por parte de
las organizaciones ecologistas. Esta presión no se
ejerció solamente sobre las autoridades ambienta-
les, sino también sobre la imagen de los contami-
nadores, forzando a ambos a negociar medidas

2 En 1995, por ejemplo, el Libro Blanco de la Indus-
tria, tras haber sido discutido por representantes de los dis-
tintos intereses sociales y económicos, incorporó por primera
vez el desarrollo sostenible como idea central en la estrategia
industrial (Quercus, mayo 1995, pág. 48).
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correctivas3. La creación en 1984 de la sección espa-
ñola de Greenpeace contribuyó de manera crucial
a la mayor atención (y el expertise) del movimiento
ecologista en esta materia. Las campañas de Green-
peace y otras organizaciones ecologistas en contra
de contaminadores emblemáticos, por un lado, y
las primeras sentencias sobre delitos ecológicos por
contaminación y vertidos, por otro, aumentaron la
atención de los medios de comunicación y confi-
rieron relevancia a los temas de contaminación
industrial. No obstante, aunque las organizaciones
ecologistas establecieron alianzas con grupos de
afectados (pescadores, residentes, etc.), estas cam-
pañas, y la atención pública, permanecieron habi-
tualmente aún restringidas al ámbito local.

Las medidas correctivas implicaron la gene-
ralización de soluciones de “final de tubería”, al
mismo tiempo que se tomaba conciencia de la
necesidad de aplicar medidas de gestión para
racionalizar, coordinar y depositar en condiciones
de seguridad las cantidades crecientes de residuos
industriales. La elaboración del primer Plan Nacio-
nal de Residuos Tóxicos y Peligrosos en 1989 supu-
so la adopción de un enfoque sectorial en la mate-
ria. Con su aprobación, el Estado español cumplió,
con dos años de retraso, las obligaciones en mate-
ria de política ambiental comunitaria. Junto a la
presión de la UE4, la urgencia de la realización del
plan aumentó con el acuerdo de la Convención de
Londres de prohibir la incineración en alta mar a
partir de 1995 (y reducirla significativamente des-
de 1991), y la necesidad de encontrar una solu-
ción dentro del territorio español (requisito deri-
vado de la incorporación de la UE a la Convención
de Basilea5).

Desde entonces se han aprobado dos pla-
nes nacionales, ambos durante la anterior etapa

socialista en el poder. El primer plan nacional ini-
cialmente cubría el período 1989-1993. Sin embar-
go, no fue implementado en su totalidad y, tras
descartar varias propuestas de revisión, fue reem-
plazado por un nuevo plan en 1995, que teórica-
mente estaría vigente hasta el año 20006. El aná-
lisis de algunos de los elementos esenciales de
ambos planes refleja el cambio en la orientación
de la respuesta del Estado, desde un enfoque sec-
torial, basado en la provisión de infraestructuras
de tratamiento para una cantidad creciente de resi-
duos, hacia un enfoque de naturaleza integrada,
basado en el principio de la prevención (reducción
de la producción de residuos) mediante la pro-
moción de cambios en los procesos productivos.
El cuadro 2 sintetiza la evolución de la orientación
de la política de residuos en los diferentes planes
aprobados hasta el momento, así como en la revi-
sión del primer plan realizada en 1993. También
se resume el papel de las organizaciones ecolo-
gistas en su elaboración.

La oposición del movimiento ecologista al
primer plan se fundamentó en la falta de partici-
pación en el proceso de su elaboración y la esca-
sa prioridad dada a los objetivos de modificación
de los procesos productivos7. Aunque este plan
establecía el objetivo de reducir en un 15 por cien
la generación de residuos, en la práctica las medi-
das preventivas resultaron marginadas, como indi-
ca la prioridad de las inversiones públicas en la pro-
moción de proyectos de infraestructuras y servicios
de gestión (Santamaría 1996: 371). De esta mane-
ra, el mayor énfasis se puso en el tratamiento de
los residuos, promoviendo infraestructuras que
aseguraran la capacidad de gestión suficiente para
todo el territorio como requisito para aumentar el
control en la generación de residuos. Este objeti-
vo preveía la construcción bajo iniciativa pública
de al menos diez instalaciones (incluyendo varias
incineradoras, plantas de tratamiento físico y ver-
tederos) a los que se sumarían otros proyectos de
iniciativa privada.

3 El Plan Corrector de Vertidos de la Bahía de Alge-
ciras en 1989 ilustra este tipo de procesos en los que la con-
tinua labor de denuncia de los grupos locales fuerza la ela-
boración de medidas correctivas.

4 Previsto en la Ley de Residuos Tóxicos y Peligrosos
de 1986, que incorpora la directiva 78/319 sobre esta mate-
ria. No obstante, la transposición efectiva no se produce has-
ta 1988, con la aprobación de las normas para su aplicación
(Real Decreto 833/1988, de 20 de julio).

5 Este acuerdo internacional responde, al menos en
parte, a una campaña internacional lanzada por Greenpea-
ce en 1985, en la que participaron grupos ecologistas espa-
ñoles (como ARCA en Cantabria), tras la autorización del
Gobierno español para incinerar en alta mar residuos de la
industria petroquímica. Igualmente, grupos ecologistas onu-
benses se opusieron a los vertidos contaminantes en aguas
del Golfo de Cádiz.

6 La elaboración del Segundo Plan Nacional de Resi-
duos Peligrosos no consiguió ver la luz en la última legisla-
tura del PP. El Ministerio de Medio Ambiente ha presentado
recientemente (febrero 2007) el borrador de un nuevo plan
para el período 2007-2015, en el marco de un Plan Nacio-
nal Integrado de Residuos.

7 Las organizaciones ecologistas también cuestiona-
ban la validez del inventario de residuos utilizado por la
Administración, demandando el acceso público al mismo,
así como la creación de un Consejo Nacional de Seguridad
Química independiente, con poderes normativos y sancio-
nadores para controlar la producción y gestión de los resi-
duos industriales (Aedenat 1990; CODA 1995).
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CUADRO 2

EVOLUCIÓN DE LA ORIENTACIÓN DE LA POLÍTICA DE RESIDUOS PELIGROSOS
EN LA PLANIFICACIÓN NACIONAL

Primer Plan 1992/93 Segundo Plan 
Nacional de Residuos Revisión del primer Nacional de Residuos
Tóxicos y Peligrosos Plan Nacional Peligrosos
(1989-1993) (1994-1998) (1995-2000)

Estimación de la 1,7 2,0 3,6
producción
de residuos
tóxicos y peligrosos 
(miles de toneladas 
por año)

Objetivo de reducción 15% 15-25% 40%

Estimación 36% 38,5% 16,5%
presupuesto para 
infraestructuras
de gestión (% del
total presupuestado)

Consideración Crítica (se propone Crítica (se proponen No incentivada 
de la incineración la construcción de cuatro plantas (en términos 

cuatro instalaciones integrales, una de de subvenciones). 
con capacidad para iniciativa estatal, Se promueve 
quemar 100.000 tn/ para quemar la construcción de 
año) 150.000 tn/año) depósitos de

seguridad

Participación ecologista Proceso cerrado. Se Proceso de elaboración La elaboración 
en el proceso ofrece información opaco. El borrador del borrador tiene 
de elaboración una vez elaborado es distribuido en cuenta la posición 

y se pide en septiembre ecologista. Se 
colaboración en la de 1993 para la celebran diversos 
construcción de las realización de encuentros 
infraestructuras. comentarios.  monográficos. 
No hay acceso No hay acceso Participación en la 
a la información a la información elaboración del

borrador final a través 
del Consejo Asesor de 
Medio Ambiente (CAMA).
La participación pública
es mencionada de 
manera expresa en el
Plan (articulada a través 
del CAMA). Compromiso
de mejorar el acceso
a la información

Fuente: Elaboración propia.
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Sin embargo, el primer Plan Nacional de Ges-
tión de Residuos Peligrosos se quedó en la prácti-
ca bastante lejos de los objetivos fijados8. Esto se
debió a la falta de coordinación con las comuni-
dades autónomas, los problemas de financiación,
la falta de colaboración de los productores indus-
triales y la oposición ciudadana. En relación con
este último aspecto, al menos veinte proyectos,
entre los que figuraban más de una decena de inci-
neradoras, fueron descartados debido a la oposi-
ción local. Las organizaciones de la industria y las
autoridades públicas consideraban la construcción
de las infraestructuras como un prerrequisito para
cumplir la legislación vigente y la posterior adop-
ción de programas de medidas preventivas. Por su
parte, los ecologistas demandaban una moratoria
en la construcción de tales infraestructuras, cuyo
número y naturaleza sólo estarían dispuestos a dis-
cutir tras la elaboración de un plan alternativo que
reorientara radicalmente los procesos industriales
hacia la producción limpia. Únicamente en este con-
texto se mostraban dispuestos a negociar la cons-
trucción de determinadas infraestructuras de tra-
tamiento como solución transitoria y, en cualquier
caso, descartando la incineración. Los grupos eco-
logistas también denunciaron la falta de acceso a
la información y al proceso de toma de decisiones,
frente al acceso privilegiado de los representantes
del sector industrial. El fracaso del plan fue reco-
nocido por las propias autoridades ambientales
estatales hacia finales de 1993, cuando abando-
naron el intento de realizar su revisión y decidieron
sustituirlo por un nuevo plan en 1994 (aprobado
por el Consejo de Ministros en enero de 1995).

El proceso de elaboración del primer plan
estuvo cerrado a la participación de los ecologistas
y dominado por las autoridades ambientales esta-
tales y el lobby de gestión ambiental (un nuevo sec-
tor industrial dedicado a la construcción de infraes-
tructuras de tratamiento y gestión de residuos con
un claro componente multinacional)9. La presión de
las organizaciones ecologistas se centró inicialmente
en la denuncia de infracciones (tanto en ámbitos
estatales como internacionales), recurriendo en los
casos más notorios a los tribunales. Estas activida-
des, exceptuando la actividad desarrollada por 

Greenpeace, no formaban parte de una campaña
coordinada del movimiento ecologista.

A comienzos de los años noventa, gracias a
un proceso de consolidación organizativa (Jiménez
2005), las organizaciones ecologistas fueron capa-
ces de coordinar una campaña de ámbito estatal
centrada en la plataforma de ciudadanos contra la
incineración10. La generación simultánea de varias
disputas locales sobre la misma cuestión les ofrecía
una oportunidad para trascender el debate sobre la
localización de las infraestructuras y, retando la pro-
pia definición de la política, proponer una concep-
ción alternativa basada en los principios de la pre-
vención y la reducción de residuos mediante la
promoción de la producción limpia. Respaldados por
grandes movilizaciones ciudadanas11, los ecologis-
tas fueron capaces de activar una coalición alterna-
tiva de política (junto a partidos políticos, adminis-
traciones locales, sindicatos, asociaciones vecinales,
expertos, etc.) muy activa no sólo en los tribunales
y espacios relacionados con el procedimiento de
autorización administrativa, sino también en sesio-
nes plenarias de ayuntamientos, comisiones espe-
ciales de parlamentos autonómicos y mesas de con-
ciliación y negociación.

Aunque los borradores de la revisión del pri-
mer plan en 1992 establecían como objetivo priori-
tario la reducción, en línea con la posición de las
autoridades y el sector industrial, también enfatiza-
ban la necesidad urgente de proveer una mínima
capacidad de tratamiento de residuos, postergando
los objetivos de reducción para cuando la coyuntu-
ra económica permitiera las inversiones requeridas
para la reconversión de los procesos industriales. La
principal prioridad se fijaba en la construcción de
cuatro plantas integrales (incluyendo incineradoras).
La incineración (de 120.000 toneladas/año) era con-
siderada como una necesidad ambiental urgente
para la viabilidad del sector industrial en España. Este
discurso fue ampliamente difundido por las autori-
dades y representantes del lobby industrial como
parte de una estrategia informativa que buscaba el

8 Salvo en el caso de infraestructuras de tratamien-
to físico-químico, las instalaciones previstas no llegaron a
construirse en su totalidad.

9 Fue probablemente la falta de habilidad (o posibili-
dades) de las autoridades ambientales para implicar en el pro-
ceso de elaboración del plan a los productores (la industria) y
a los representantes de las comunidades autónomas lo que
limitó desde el principio la capacidad para implementar el plan.

10 Coordinada por Greenpeace y CODA (la principal
coordinadora del movimiento ecologista), incluía, además
de ecologistas, a sindicatos, asociaciones de vecinos y ayun-
tamientos. Al menos treinta proyectos de incineradoras de
todo tipo de residuos han sido descartados debido a la opo-
sición vecinal y ecologista (Red Estatal de Ciudadanos con-
tra la Incineración 1992; Greenpeace 1995; CODA 1995).

11 De hecho, el cambio de década está caracteriza-
do por un pico en las protestas relativas a los residuos indus-
triales, en un contexto de creciente movilización social a favor
del medio ambiente (Jiménez 2005: 129).
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consenso entre las distintas administraciones terri-
toriales y los partidos políticos, e incluía como estra-
tegias para reducir la oposición local una campaña
muy agresiva de descrédito de las organizaciones
ecologistas, o la posibilidad de recurrir a las decla-
raciones de “interés general” para superar la resis-
tencia de muchas administraciones locales a la ins-
talación de infraestructuras. Paradójicamente, esta
labor informativa brindó la posibilidad a los ecolo-
gistas de formular públicamente su posición ante
los borradores en elaboración, aunque sin que se
llegaran a establecer mecanismos institucionales de
participación (CC.OO. 1993). La revisión del plan
no llegó a finalizarse, ya que en 1994 la nueva
Secretaria de Estado para el Medio Ambiente, Cris-
tina Narbona, decidió elaborar un nuevo plan para
el período 1995-2000.

La redacción de este nuevo plan supuso una
reorientación de la respuesta estatal hacia los pa-
rámetros del paradigma integrado de la política
ambiental, de acuerdo con directrices comunitarias
(y más concretamente con la nueva directiva 91/156).
El énfasis previo en la gestión de los residuos fue
reemplazado por la prioridad de la prevención y
reducción en origen, estableciendo el objetivo de
reducir un 40 por cien la producción de residuos peli-
grosos en el horizonte del año 2005. Al mismo tiem-
po se abandonó la estrategia de la promoción de
infraestructuras de incineración de residuos indus-
triales (sólo una incineradora de las previstas en el
anterior plan siguió adelante). El nuevo plan implicó
también un cambio en las pautas de interacción entre
las autoridades ambientales y las organizaciones eco-
logistas. La estrategia anterior de enfrentamiento dio
paso a pautas de negociación e inclusión de repre-
sentantes del movimiento ecologista en procesos de
toma de decisiones. El Consejo Asesor de Medio
Ambiente fue creado explícitamente para permitir a
las organizaciones ecologistas (y otros intereses socia-
les) participar en este y otros procesos similares de
elaboración de políticas ambientales (Jiménez 2005).

5. Conclusiones: la
participación ecologista,
¿estrategia para reducir el
conflicto o síntoma de
reorientación de la política
ambiental?

En este artículo se han subrayado algunos ele-
mentos relativos a la relación entre la participación
de organizaciones ecologistas y la evolución de la polí-

tica ambiental española. En primer lugar se ha indi-
cado que la naturaleza de su participación (las opor-
tunidades para acceder e influir en los procesos de
toma de decisiones) ha cambiado según se ha modi-
ficado el paradigma de política que orienta la res-
puesta estatal a los problemas del medio ambiente.
En este sentido, como refleja el caso de la política de
residuos peligrosos, el cambio en la política ambien-
tal hacia los parámetros de la sostenibilidad, al menos
a nivel discursivo, ha estado acompañado de un incre-
mento en la participación de los ecologistas (y, en
general, de las posiciones proambientales).

En segundo lugar, la evolución de la política
se ha vinculado con la capacidad creciente de las
organizaciones ecologistas para desarrollar estrate-
gias de presión mediante las que avanzar sus
demandas. En un contexto adverso a los intereses
ambientales, esta estrategia ha estado basada en
la generación de conflicto. La contribución de las
organizaciones ecologistas al desarrollo de la polí-
tica ambiental ha sido destacada en muchos de los
estudios sobre la política ambiental en los países del
norte de Europa. Sin embargo, debido al retraso
relativo de la política ambiental en España, el papel
de la “europeización” de esta política como factor
crucial del cambio ha ocupado la atención de los
análisis del caso español. En este sentido, en este
artículo se ha enfatizado que tal presión “europei-
zante” es reforzada por, y no puede ser entendida
sin considerar, la actividad de las organizaciones
ecologistas.

Finalmente se ha considerado la cuestión de
hasta qué punto estos cambios en la política
ambiental (ilustrados en la reorientación del plan
de residuos peligrosos en 1995 o en el mayor acce-
so de las organizaciones ecologistas al proceso de
toma de decisiones) han supuesto un cambio en el
paradigma en el que se inserta esta política, esto
es, modificando los presupuestos relativos a la solu-
ción al problema de los residuos, así como los rela-
tivos al papel de la participación de los ecologistas
en la política ambiental.

La evolución de la política de residuos tras
la aprobación del segundo plan en 1995 ofrece un
balance que invita al escepticismo12. En lo con-

12 Como parece deducirse de los problemas como el
retraso en la aprobación de los planes de las comunidades
autónomas (hacia el 2000 sólo cuatro comunidades los ha-
bían realizado), el incumplimiento de la directiva 91/156/CEE
(que llevó a la Comisión a iniciar formalmente un procedi-
miento de incumplimiento contra España –y otros doce Esta-
dos– por no ajustarse al derecho comunitario en la materia)
y el retraso (y las deficiencias) en la Ley de Residuos de 1998.
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cerniente a los cambios en la forma dominante de
entender la participación ecologista, su inclusión
en diversos procesos de elaboración de políticas
ambientales a mediados de los noventa (como el
Plan Nacional de Residuos Peligrosos de 1995), no
tuvo continuidad en el tiempo. Aunque la modi-
ficación del Código Penal y la transposición de la
directiva europea sobre acceso a la información
ambiental significaron un incremento en las opor-
tunidades potenciales para la participación ecolo-
gista, el acceso al proceso de toma de decisiones
se vio posteriormente reducido de manera sus-
tancial. Durante las siguientes legislaturas, con el
PP en el Gobierno, el Consejo Asesor de Medio
Ambiente, por ejemplo, no evolucionó hacia la for-
ma institucionalizada de participación social, tal y
como fue presentado en el momento de su crea-
ción en 1994. En aquel momento, las autoridades
ambientales aceptaron una composición con
mayoría ecologista (que las organizaciones ecolo-
gistas impusieron como condición para su inte-
gración). Sin embargo, la mayor parte de estas
organizaciones pronto vio sus expectativas frus-
tradas, ya que el Consejo Asesor no se ha con-
vertido en la plataforma desde la que poder influir
en la política ambiental. Esto condujo al progresi-
vo abandono de las organizaciones ecologistas.
Varias modificaciones posteriores en su composi-
ción (en 1997 y 2002) redujeron la presencia de
representantes ecologistas a favor de represen-
tantes de la Administración y otros intereses eco-
nómicos. En el caso de la política de residuos peli-
grosos, el borrador del Segundo Plan Nacional de
Residuos Peligrosos, elaborado por el PP en 2002,
no contó con la participación ecologista y de nue-
vo abría la puerta a la incineración.

Parece, pues, que la activación y el control
de los espacios (o “arenas”) de política ambiental
depende aún de la capacidad de las organizacio-
nes para generar conflicto, y que la imagen pre-
dominante de la participación de estas organiza-
ciones está ligada a estrategias de legitimación,
más que a una nueva orientación que considere la
participación en el proceso de la política ambien-
tal como una aportación necesaria en el proceso
de planeamiento ambiental propio del paradigma
integrado. No obstante, la nueva etapa socialista
a partir de 2004 ha parecido abrir una nueva fase
de impulso de la política ambiental hacia los pará-
metros de la sostenibilidad. En el caso de la políti-
ca de residuos peligrosos, el nuevo borrador del
Plan Nacional (2007-2015) vuelve aparentemente
a las líneas de actuación que inspiraron la redac-
ción el anterior plan socialista (Ministerio de Medio
Ambiente 2007).
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